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SALA DE CASACIÓN SOCIAL

ACCIDENTAL

Ponencia del Magistrado Doctor JUAN RAFAEL PERDOMO

El ciudadano JOSÉ RAFAEL FERNÁNDEZ ALFONZO, representado por los abogados José Augusto Soárez Bautis, Héctor José Urdaneta Jiménez y José Argenis Rivas Dugarte, demandó a la sociedad mercantil I.B.M. DE VENEZUELA, S.A., representada por los abogados Manuel Acedo Mendoza, Arminio Borjas, Luis Esteban Palacios, Leopoldo Borjas, José Antonio De Miguel, Alejandro Graterol Marín, Justo Oswaldo Páez Pumar, Rosa Amalia Páez Pumar de Pardo, José Manuel Ortega, Alfredo Basalo, Enrique Lagrange, Arminio Borjas (Hijo), Gustavo Mata Borjas, Carlos Eduardo Acedo Sucre, Manuel Acedo Sucre, Rosemary Thomás, Alfonso Graterol Jatar, Cristina Palacios y Clementina Yánez. Acedo, por cobro de prestaciones sociales y otros beneficios derivados de la relación de trabajo, ante el Juzgado Décimo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas.

El Juzgado Superior Primero Accidental del Trabajo de la citada Circunscripción Judicial, conociendo en apelación, dictó sentencia definitiva el día 23 de marzo de 1999, en la cual declaró sin lugar la apelación ejercida por la demandada, con lugar la demanda, confirmando la decisión apelada.

 

El apoderado de la demandada formalizó el recurso de casación anunciado oportunamente. Hubo contestación a la formalización, sin réplica. 

 

Por auto de fecha 13 de enero de 2000, la Sala de Casación Civil declinó la competencia para conocer el presente asunto en esta Sala de Casación Social, a la cual corresponde en virtud de la materia, de conformidad con el vigente texto constitucional. Recibido el expediente, se dio cuenta en Sala el 2 de febrero de 2000. 

 

En fecha 24 de febrero de 2000 por inhibición del Magistrado Dr. Alberto Martini Urdaneta, se constituyó Sala Accidental con el Segundo Conjuez de la Sala, Dr. CÉSAR MATA MARCANO, reservándose la ponencia el Presidente de la Sala Dr. OMAR MORA DÍAZ. En fecha 17 de mayo de 2000, el Presidente de la Sala reasignó la ponencia al Magistrado que con tal carácter suscribe el presente fallo. Cumplidos los trámites de sustanciación y siendo ésta la oportunidad para decidir, lo hace la Sala bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter suscribe el presente fallo, en los términos siguientes:

- I -
CUESTION DE PREVIO PRONUNCIAMIENTO
 

1.- Es criterio de esta Sala que con vista de las disposiciones de la nueva Constitución, por aplicación del principio finalista y en acatamiento a la orden de evitar reposiciones inútiles, no se declarará la nulidad de la sentencia recurrida si la deficiencia concreta que la afecta, no impide determinar el alcance subjetivo u objetivo de la cosa juzgada, no hace imposible su eventual ejecución o no viola el derecho de las partes a una justa resolución de la controversia.

 

2.- En ese orden de ideas, la decisión de la Sala deberá considerar en forma previa el fundamento de lo decidido por la Alzada, para determinar si las denuncias que se formulan son capaces de alterarlo, o si impiden por omisión de pronunciamiento o de fundamentos, el control de la legalidad; y antes de declarar la nulidad del fallo por defectos en su forma intrínseca, será necesario examinar si el mismo, a pesar de la deficiencia, alcanzó su fin, el cual no es otro que resolver la controversia con fuerza de cosa juzgada, posibilidad de ejecución y suficiente garantía para las partes.

 

3.- Por otra parte, la Constitución vigente da prioridad a la resolución de la controversia, en tanto que el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, privilegia la resolución de las cuestiones de forma, al establecer en su segundo aparte lo siguiente:

 

“Si al decidir el recurso la Corte Suprema de Justicia encontrare una infracción de las descritas en el ordinal 1º del artículo 313, se abstendrá de conocer las otras denuncias de infracción formuladas, y decretará la nulidad y reposición de la causa al estado que considere necesario para restablecer el orden jurídico infringido. Igual abstención hará cuando declare con lugar una infracción que afecte una interlocutoria que haya producido un gravamen no reparado en la definitiva.”

 

Dada la contradicción de esta disposición legal con los principios constitucionales que ordenan no sacrificar la justicia por la omisión de formalidades no esenciales, a obtener una justicia expedita, sin dilaciones indebidas, sin formalismos o reposiciones inútiles, establecidas en las disposiciones de los artículos 26, 257, 334 y 335 de la Carta Magna, en acatamiento del deber, también constitucional, de aplicar con preferencia las disposiciones y principios constitucionales y garantizar su supremacía y efectividad, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 20 del Código de Procedimiento Civil, la Sala desaplica la regla legal del artículo 320 eiusdem, que obliga a resolver, en primer término y en forma excluyente, el recurso de forma, para asumir la función de determinar, en cada caso concreto, cuál es el orden de decisión que mejor sirve a los fines de hacer efectiva justicia.

- II -
FUNDAMENTO DE LO DECIDIDO POR LA ALZADA
 

La Alzada basa su fallo en las siguientes consideraciones: 

“Merece especial consideración jurídica la contradicción insalvable que genera la accionada, cuando atribuye al demandante simultáneamente la condición de empleado de dirección y le imputa una falta laboral capaz de ser objeto del poder disciplinario del empleador. De esta manera la propia accionada ha demostrado que el accionante no gozaba de la autonomía correspondiente a un empleado de dirección, al confesar que el demandante se encontraba supeditado a: Procedimientos, Limitaciones en el cálculo de precios, Formas de Contratos y Objetivos de ganancias o perdidas, entre otros; todas estas, características propias de un empleado subordinado a las decisiones y orientaciones de la empresa. De haber sido empleado de dirección, el accionante habría sometido a la empresa a normas, procedimientos y controles y no viceversa como efectivamente ocurrió.”

(…) 

“Sobre el alegado (sic) esgrimido por la demanda en cuanto a la improcedencia de la acción por vía del procedimiento ordinario laboral de la calificación del despido y el consecuente pago doble de la indemnización a que se refiere el artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo este Juzgado la rechaza y coincide con el criterio de los Tribunales de Alzada. (…)” … En este aspecto, resulta evidente que el legislador laboral en la función tuitiva que le es propia, consagro (sic) el derecho que asiste al trabajador, renunciante al reenganche y pago de salarios caídos, a que se califique por la vía ordinaria la justificación o no del despido del que fue objeto, en procura de la aplicación del artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo...”. 

(…) 

“Queda así determinado por esta Alzada, la improcedencia de la falta consagrada en el literal “i“ del artículo 102 de la Ley Orgánica del Trabajo (falta grave a las obligaciones que impone la relación de trabajo), como causa justificada del despido realizado por la empresa IBM de Venezuela S.A., en perjuicio del ciudadano José Rafael Hernández Alfonzo, ambas partes identificadas en auto (sic).”

(…) 

“En lo atinente al salario esta instancia ratifica la determinación de salario de VEINTICINCO MIL TRESCIENTOS CINCUENTA Y NUEVE BOLÍVARES CON SETENTA Y OCHO CÉNTIMOS (Bs. 25.359,78), alegados por el accionante con base a las pruebas de exhibición promovidas y evacuadas cursantes a los actos, demostrativa de la veracidad de dicha remuneración, además de los actos no se evidencia que la accionada hubiese probado una salario distinto al alegado por el actor.”  

- III -
DENUNCIA POR ERROR DE JUZGAMIENTO

 

Con fundamento en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 320 eiusdem, la parte formalizante denuncia la infracción por errónea interpretación del artículo 42 de la Ley Orgánica del Trabajo y por falta de aplicación de los artículos 39 de la misma Ley y 1.363 del Código Civil.

 

Alega el recurrente que conforme al artículo 42 de la Ley Orgánica del Trabajo, el trabajador que tiene el carácter de representante del patrono ante otros trabajadores o terceros y puede sustituirlo en todo o en parte, en sus funciones, es un empleado de dirección; sin embargo, la recurrida, decidió que el demandante no tenía la condición de empleado de dirección, sobre la base de un criterio jurídico distinto del que deriva de dicha norma y a pesar de que en autos quedaron probados hechos que, conforme al artículo 42 de la Ley Orgánica del Trabajo, producían la calificación del actor como tal.

 

En tal sentido afirma que la recurrida consideró que el hecho de que el demandante estuviera sometido a procedimientos y normas, es decir, que estuviera subordinado a las decisiones u orientaciones del patrono lo descalificaban como empleado de dirección, pues de haberlo sido, según declara, él habría sometido a la empresa a normas, procedimientos y controles y no viceversa.

 

Aduce el formalizante que la norma en cuestión no establece que el empleado de dirección es soberano en la toma de decisiones e insubordinando respecto de reglas o procedimientos del patrono, como lo entendió la recurrida. Esto es tan evidente que si no fuera un subordinado no sería empleado de dirección o no.

 

Por tanto, sostiene el formalizante, al atribuir a esa disposición, consecuencias jurídicas que no resultan de su contenido, desconociendo las que sí derivan del mismo, la recurrida la infringió por errónea interpretación.

 

El otro aspecto de la denuncia se refiere a los poderes otorgados por la empresa al demandante y las comunicaciones dirigidas por éste a otros trabajadores de la empresa, los cuales fueron traídos a juicio y demuestran que el actor tenía la condición de representante de I.B.M. de Venezuela S.A., ante otros trabajadores y ante terceros, sustituyéndolo, en parte en sus funciones. 

 

Al respecto, sostiene el formalizante que esos documentos privados, que cursan adjuntos al escrito de promoción de prueba de la demandada son documentos privados reconocidos y como tales, conforme a lo previsto en el artículo 1.363 del Código Civil, hacen fe de la verdad de las declaraciones que contienen, es decir, prueban la existencia de los hechos que según el artículo 42 de la Ley Orgánica del Trabajo demuestran la condición de empleado de dirección.

 

Concluye en que la recurrida, al infringir el artículo 42 de la Ley Orgánica del Trabajo por errónea interpretación, no le otorgó a los hechos que quedaron demostrados mediante los documentos producidos por su representada, que son privados reconocidos, la eficacia que tienen, en cuanto a demostrar que el actor, por haber tenido el carácter de representante del patrono ante terceros y otros trabajadores, sí es calificable como empleado de dirección. Al no haber la recurrida subsumido esos hechos que dichas documentales trajeron al proceso, en el supuesto que regula el artículo 42 de la Ley Orgánica del Trabajo, infringió, por falta de aplicación, el artículo 1.363 del Código Civil, al negarles la plena fe que merecen.

 

Por otra parte, sostiene que la recurrida al decidir que el actor no calificaba como empleado de dirección, por haber estado subordinado a decisiones y orientaciones de su patrono, también infringió por falta de aplicación, el artículo 39 de la Ley Orgánica del Trabajo, que dispone que es trabajador quien realiza una labor bajo la dependencia de otra persona: el patrono. Tal infracción se materializó porque la recurrida ve una incompatibilidad, entre la condición de representante y la del trabajador; tal supuesta contradicción no existe; según la doctrina entiende unánimemente, un trabajador puede ser representante, como apoderado de su patrono, sin que esta condición de apoderado excluya la situación de subordinado al patrono poderdante. El empleado de dirección, es pues, una categoría de trabajador, y por tanto esa condición de trabajador supone subordinación o dependencia de este último respecto de su patrono. 

Para decidir, la Sala observa: 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley Orgánica del Trabajo, empleado de dirección es aquel trabajador que interviene en la toma de decisiones de la empresa, así como el que tiene el carácter de representante del patrono frente a terceros o frente a otros trabajadores y puede sustituirlo en todo o en parte de sus funciones. 

 


 La definición de empleado de dirección contenida en el artículo 42 de la Ley Orgánica del Trabajo es de naturaleza genérica y los criterios en ella mencionados son meramente orientadores para determinar cuáles trabajadores están incluidos en dicha categoría, dependiendo siempre, la calificación de un empleado como de dirección de la naturaleza real de los servicios prestados, antes que de la denominación que acuerden las partes para el cargo ocupado o que unilateralmente imponga el empleador. Ello en aplicación de los principios de irrenunciabilidad de los derechos del trabajador y de primacía del contrato realidad, contenidos en los artículos 3 y 47 de la Ley Orgánica del Trabajo, respectivamente.

 

Así, pues, los empleados de dirección conforman una categoría que no disfruta de algunos beneficios que si son percibidos por la mayor parte de los trabajadores, y visto que uno de los principios que informa la Ley Orgánica del Trabajo vigente es el de proporcionar estabilidad al mayor número de trabajadores, debe considerarse que la condición de empleado de dirección es de carácter excepcional y por tanto restringida; en este sentido, la noción de empleado de dirección es aplicable únicamente a los altos ejecutivos o gerentes de las empresas, que participan en lo que se conoce como “las grandes decisiones”, es decir, en la planificación de la estrategia de producción, en la selección, contratación, remuneración o movimiento de personal, en la representación de la empresa y en la realización de actos de disposición de su patrimonio.

 

Cuando el legislador se refiere a esta categoría de empleados, indicando que son aquellos que intervienen en la dirección de la empresa, no pretende que sea considerado como empleado de dirección cualquier trabajador que de alguna manera tome o transmita decisiones, pues en el proceso productivo de una empresa gran número de personas intervienen diariamente en la toma de decisiones, muchas de ellas rutinarias y considerar a todo el que tome una resolución o transmite una orden previamente determinada como empleado de dirección llevaría al absurdo de calificar a la gran mayoría de los trabajadores como empleados de dirección, obviando el carácter restringido de tal categoría de trabajadores. Son empleados de dirección sólo quienes intervienen directamente en la toma de decisiones, que determinan el rumbo de la empresa y que pueden representarla u obligarla frente a los demás trabajadores. 

 

Es evidente que por la intervención decisiva en el resultado económico de la empresa o en el cumplimiento de su fines de producción, los empleados de dirección se encuentran de tal manera ligados a la figura del empleador, que llegan a confundirse con él o a sustituirlo en la expresión de voluntad. 

 

Para que un trabajador pueda ser calificado como empleado de dirección, debe quedar claro que éste participa en la toma de decisiones y no sólo ejecuta y realiza los actos administrativos necesarios para cumplir con las órdenes, objetivos y políticas que han sido determinadas previamente por el patrono y los verdaderos empleados de dirección.

 

Cuando el empleado de dirección representa al patrono frente a terceros o frente a los demás trabajadores, debe entenderse que tal acto de representación es resultado de las apreciaciones y decisiones que él ha tomado o en cuya toma participó, y no que actúa como un mero madantario; pues, si bien la condición de empleado de dirección implica un mandato del patrono, aún tácito, no necesariamente todo mandato implica que detrás del mismo subyace la condición de empleado de dirección. 

 

Toda vez que el empleado de dirección ejerce poderes inherentes a la titularidad jurídica de la empresa y relativos a los objetivos generales de la misma, estos poderes deben ser ejercitados con autonomía y responsabilidad, sólo estando limitados por las instrucciones y criterios emanados directamente del dueño de la empresa o de su supremo órgano de gobierno; por tal razón es que, aún no siendo muy precisa su redacción, no resulta errada la apreciación del juez de la recurrida cuando expresa que de haber sido el accionante empleado de dirección “habría sometido a la empresa a normas procedimientos y controles disciplinarios y no viceversa como efectivamente ocurrió”. 

Expuesto el carácter excepcional de la condición de empleado de dirección respecto del resto de los trabajadores de una empresa, así como las características propias de este tipo de relación laboral, debe concluirse que existe una presunción iuris tantum que todo trabajador está vinculado con su patrono mediante una relación de trabajo ordinaria, y ante el alegato de que se trata de un empleado de dirección, resulta indispensable probar que de conformidad con la naturaleza de las funciones ejercidas, se dan los caracteres de la excepción.

 

Del establecimiento de los hechos realizados por la Alzada, al cual debe atenerse la Sala, la cual en una denuncia de esta naturaleza no puede examinar los documentos que constan de autos, no se evidencia la preponderancia que debe tener el empleado de dirección frente a otros trabajadores para erigirse en representante del patrono. Por tanto, debe concluirse que éste no era "el representante general del patrono" frente a los trabajadores, que fuera empleado de dirección, ni representante del patrono, en los términos establecidos en el artículo 42 de la Ley Orgánica del Trabajo.

 

Por las razones antes expuestas, se desestima la presente denuncia. 

- IV -
DENUNCIA POR ERROR DE JUZGAMIENTO

 

Con fundamento en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, la recurrente denuncia la infracción de los artículos 116 de la Ley Orgánica del Trabajo, por falta de aplicación, y 125 eiusdem, por errónea interpretación.

Afirma el formalizante que la recurrida al decidir sobre la procedencia de la indemnización pretendida, infringió por errónea interpretación el artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo, pues desconoció que el sentido de esa norma en cuanto a que la indemnización que prevé procede únicamente para el patrono que persiste en el propósito de despedir al trabajador, y asimismo, desnaturalizó el sentido de la misma pues la indemnización que regula sólo procede bajo el procedimiento de estabilidad laboral que regula el capítulo VII de la Ley, donde se encuentra ubicada: “De la Estabilidad en el Trabajo”.

Para decidir, la Sala observa:

 

La obligación del patrono de pagar la indemnización por despido injustificado no tiene su fundamento en la persistencia del patrono en el despido, pese a existir una orden que le ordena el reenganche del trabajador y el pago de salarios caídos, sino en el propio despido injustificado, que constituye un hecho ilegal del patrono pues pone fin a la relación de trabajo, por una causa distinta a las previstas en el artículo 102 eiusdem.

 

Por esa razón es que el legislador ha permitido, conforme a la redacción del artículo 126 de la Ley Orgánica del Trabajo, que el patrono evite el procedimiento de estabilidad si paga al momento del despido las indemnizaciones previstas en el artículo 125 ya citado. 

 

Por otra parte, el procedimiento previsto en el artículo 116 y siguientes de la Ley Orgánica del Trabajo, sólo tiene como objeto la calificación del despido y el reenganche del trabajador y pago de los correspondientes salarios caídos en caso de que èste fuera injustificado. Por tal razón, es que el propio artículo 116 en su parte in fine, establece que si el trabajador no solicita la calificación de despido dentro del lapso de caducidad de cinco (5) días hábiles contados a partir de la fecha de despido, perderá el derecho al reenganche, pero no los demás que le correspondan como trabajador, los cuales puede demandar ante el Juez del Trabajo.

 

Entonces, el trabajador investido de estabilidad laboral y que haya sido despedido, puede solicitar al Juez del Trabajo que, siguiendo el procedimiento previsto en la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimientos del Trabajo, califique el despido y que en caso de resultar injustificado se ordene el pago de la indemnización prevista en el artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo. 

 

En consecuencia, se declara improcedente la denuncia.

- V -

DENUNCIA POR ERROR DE JUZGAMIENTO

 

Con fundamento en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 320 eiusdem, la recurrente denuncia la infracción de los artículos 436 del Código de Procedimiento Civil y 1.368 del Código Civil.

Expone el formalizante que la recurrida, al valorar el medio de prueba de exhibición promovido por la parte actora, de unos papeles que a decir de ésta emanaban de IBM de Venezuela, S.A., pero que no aparecen suscritos por ésta y que por tanto, no eran documentos, y siendo que el artículo 436 del Código de Procedimiento Civil, dispone que el objeto de dicho medio de prueba son los “documentos”, infringió por falta de aplicación el artículo 1.368 del Código de Procedimiento Civil.

Para decidir, la Sala observa: 

Es cierto que con el escrito de promoción de pruebas fueron acompañados diversos documentos, no suscritos por el demandado ni por persona alguna, solicitando la exhibición de los originales.

 

Al solicitar la exhibición de un documento en original, las exigencias al promovente, contempladas en el artículo 436 del Código de Procedimiento Civil, se limitan únicamente a la presentación de una copia del mismo documento o la afirmación de los datos que conozca el solicitante de su contenido y un medio de prueba que constituya presunción grave de que el instrumento se halla o se ha hallado en poder del adversario; sin embargo, resulta evidente que el instrumento cuya exhibición se solicita debe estar suscrito por alguien, por el promovente, por la contraparte o por un tercero, pues sólo de esta manera se puede determinar la autoría de dicho documento y, consecuentemente, a quien obliga o libera y contra quien puede obrar.

 

Los instrumentos públicos deben estar suscritos por un Registrador, por un Juez o por un empleado público que tenga facultad para darle fe pública, de conformidad con lo previsto en el artículo 1.357 del Código Civil; y los instrumentos privados deben estar suscritos por el obligado o por la persona que lo elabora, sólo así es posible que lo reconozca si ello se le exigiere, según lo previsto en los artículos 1.364 y 1.368 del Código Civil. 

Sin embargo, existen documentos no suscritos y que por tanto no son instrumentos, que pueden conducir a la demostración de hechos en el proceso, cuya exhibición puede ser solicitada y una vez exhibidos serán valorados por el Juez de acuerdo con las reglas de la sana crítica y, de no ser exhibidos, se dará valor a la falta de exhibición de acuerdo con el valor probatorio que podrían tener como documentos no suscritos.

 

La obligación de la parte de exhibir los documentos que le sean requeridos, además de estar prevista en el artículo 436 del Código de Procedimiento Civil, deviene del artículo 170 eiusdem que impone a las partes el deber de actuar con lealtad y probidad, en virtud de lo cual deben exponer los hechos de acuerdo a la verdad. Debe entenderse que exhibir los documentos originales solicitados significa el cumplimiento de la obligación que tienen las partes de colaborar en la administración de la justicia.

En consecuencia, se declara improcedente la denuncia.

 

- VI -
DENUNCIA POR ERROR DE JUZGAMIENTO

 

Con fundamento en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 320 eiusdem, la recurrente denuncia la infracción del artículo 508 del Código de Procedimiento Civil.

 

Expone la parte formalizante al momento de valorar la testimonial de la ciudadana Zulma de los Angeles Vásquez, la recurrida ha debido aplicar el artículo 508 del Código de Procedimiento Civil y valorarla, estableciendo los hechos que mediante ésta quedaron insertos en el proceso, sin desecharla bajo un criterio jurídico que no encuadra en las reglas contenidas en esa disposición. El Juez de la recurrida, al valorar dicha prueba, actuó arbitrariamente pues no estaba autorizado para desecharla bajo el criterio que emitió, por lo que esa decisión merece ser controlada por esta Sala. 

 

Al respecto sostiene que la recurrida no ha debido desechar tal testigo porque sus dichos no lo ilustraban, a profundidad, sobre los hechos debatidos, ya que, según la regla de valoración de testimonios, esa no constituye una razón para ello y no puede permitirse que dada la sana crítica, los jueces puedan, a su antojo, desechar testimoniales.

Para decidir, la Sala observa:

Establece el artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, lo siguiente:

“Para la apreciación de la prueba de testigos, el Juez examinará si las deposiciones de éstos concuerdan entre si y con las demás pruebas, y estimará cuidadosamente los motivos de las declaraciones y la confianza que merezcan los testigos por su edad, vida y costumbres, por la profesión que ejerzan y demás circunstancias, desechando en la sentencia la declaración del testigo inhábil, o del que apareciere no haber dicho la verdad, ya por las contradicciones en que hubiere incurrido, o ya por otro motivo, aunque no hubiese sido tachado, expresán​dose el fundamento de tal determinación.”

Respecto a la interpretación de la regla transcrita, a partir de una sentencia de la Sala de Casación Civil, de la antigua Corte Suprema de Justicia, de fecha 23 de marzo de 1992, la casación venezolana ha sostenido que el artículo 508 del Código de Procedimiento Civil, contiene reglas de sana crítica y reglas de valoración de la prueba de testigos:

"Sin embargo, un atento examen del citado artículo 508 del Código de Procedimiento Civil, permite afirmar que en él están contenidas reglas de sana crítica y reglas legales de valoración de la prueba".

"A juicio de la Sala, son reglas de valoración: 1) la de examinar si las deposiciones de los testigos concuerdan entre sí y con las demás pruebas, 2) la de desechar la declaración del testigo inhábil o del que apareciese no haber dicho la verdad; y 3) la de expresar el fundamento de la determinación por la cual el Juez deseche al testigo".

"En relación con la regla del numeral 1), cabe precisar que lo obligatorio para el Juez, es hacer la concordancia de la prueba testimonial entre sí y con las demás pruebas, cuando esa concordancia sea posible; pero el resultado de esa labor corresponde a la soberanía de Juez, quien no podría ser censurado en casación sino sólo cuando haya incurrido en suposición falsa o haya violado una máxima de experiencia".

"Igualmente debe precisarse en relación con el citado numeral 2) que si bien el Juez está en el deber legal de desechar el testigo mendaz, el punto de si el deponente incurrió o no en contradicciones, la gravedad de las mismas y cualquier otro motivo idóneo para desesti​marlo, corresponde a su libertad de aprecia​ción de la prueba; por lo que ésta sólo podría ser censurada cuando ha incurrido en suposi​ción falsa o haya violado una máxima de expe​riencia. Una tesis contraria equivaldría a si​tuarnos en el tiempo de la legislación de 1904, ya superada".

"Asimismo, en criterio de la Sala, es regla de sana crítica la de estimar cuidadosamente los motivos de las declaraciones y la confianza que merezcan los testigos por su edad, vida y costumbres, por la profesión que ejerzan y demás circunstancias".

"La Exposición de Motivos del vigente Código de Procedimiento Civil respalda el aserto formulado por la Sala, de que nuestro sistema de valoración del mérito de la prueba es mixto o ecléctico, puesto que el mismo adopta principios de la prueba legal, en relación con ciertas probanzas, y acoge las reglas de la sana crítica para la valoración de otras pruebas".

"Se lee, en efecto, en la Exposición de Motivos:

"En cuanto a la apreciación de la prueba, se introduce una regla general: el Juez debe apreciar las pruebas según las reglas de la sana crítica, a menos que exista una regla legal expresa de valoración del mérito de la prueba. (Art. 507)”

"Se señalan además algunas reglas de sana crítica en materia de apreciación de la prueba testimonial que deben guiar al Juez en la mejor apreciación de esta prueba. (Art. 508)". (Negrillas de la Sala).

La apreciación del Juez en el sentido de no apreciar al testigo porque sus dichos no lo ilustraban, a profundidad, sobre los hechos debatidos, está fundada en la sana crítica, y tal determinación sólo puede ser combatida, de acuerdo con la doctrina transcrita, que esta Sala acoge, por suposición falsa, o por haber violado una máxima de experiencia.

En consecuencia, se desecha esta denuncia.

 

- VII -
 

DENUNCIA POR ERROR DE JUZGAMIENTO

 

Con fundamento en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 320 eiusdem, la recurrente denuncia que el dispositivo del fallo es consecuencia de una suposición falsa de Juez, al haberle atribuido a instrumentos o actas del expediente menciones que no  contienen, en  infracción de  los  artículos 

12 del Código de Procedimiento Civil y 1.363 del Código Civil.

La denuncia se refiere a las siguientes expresiones de la decisión recurrida:

 

“…por el contrario el propio planteamiento de la demandada ha demostrado que en la práctica el demandante no tenía potestades de empleado de dirección.” 

 

Sostiene el formalizante que del párrafo antes transcrito se evidencia que la recurrida decidió, sobre la base de un supuesto “planteamiento de la demandada” el cual está contenido en el escrito de contestación a la demanda, que ésta formuló declaraciones que permiten deducir que el demandante no era empleado de dirección; de esta forma la recurrida atribuyó al escrito de contestación de la demanda –que es el documento que contiene el “planteamiento de la demandada”– menciones que no contiene pues, en dicho escrito la accionada no formuló declaración alguna que permita deducir que el actor no tenía potestades de empleado de dirección. 

Para decidir, la Sala observa:

La suposición falsa es un error que sólo se puede cometer en el examen de las pruebas. El libelo de demanda y la contestación no constituyen pruebas, sino son las actuaciones en las cuales las partes exponen, respectivamente, su pretensión y las excepciones y defensas. Cualquier desviación de lo alegado en autos, de existir, no sería suposición falsa, sino vicio de incongruencia.

 

Por otra parte, conforme a reiterada jurisprudencia, la suposición falsa tiene que referirse forzosamente a un hecho positivo y concreto que el Juez establece falsa e inexactamente en su sentencia a causa de un error de percepción, porque no existen las menciones que equivocadamente atribuyó a un acta del expediente, no existen las pruebas sobre las cuales se fundamenta el sentenciador, o éstas resulten desvirtuadas por otras actas o instrumentos del expediente. 

El mencionado vicio suposición falsa, en cualquiera de sus tres sub hipótesis, sólo puede cometerse en relación con un hecho establecido en el fallo, quedando fuera del concepto de suposición falsa las conclusiones del Juez con respecto a las consecuencias jurídicas del hecho, porque en tal hipótesis se trataría de una conclusión de orden intelectual que aunque errónea, no configuraría lo que la ley y la doctrina entienden por suposición falsa.

Cuando el Juez de la alzada declara que del “planteamiento de la demandada” se demuestra que en la práctica el demandante no tenía las potestades de un empleado de dirección, no está estableciendo ningún hecho concreto sin que haya pruebas en autos que lo respalden, sino que expone la conclusión a la que llegó después del estudio del escrito de contestación de la demanda, no existiendo por tanto la suposición falsa denunciada 


En consecuencia, se desecha esta denuncia 

- VIII -
DENUNCIA POR ERROR DE JUZGAMIENTO

 

Con fundamento en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 320 eiusdem, la recurrente denuncia que el dispositivo del fallo es consecuencia de una suposición falsa del Juez, al haberle atribuido a instrumentos o actas del expediente menciones que no contiene, en infracción del artículo 1.363 del Código Civil.

Afirma el formalizante que la recurrida declaró que su representada alegó que el demandante era un trabajador de dirección y que éste incurrió en una de las causales de despido justificado, pero, sin embargo, la recurrida incurre en el ‘falso supuesto mental” cuando a esos alegatos de la demandada les atribuye un efecto distinto al que tienen, ya que, concluye la sentencia que al haberse alegado la existencia de una causal de despido justificado se está negando el carácter de accionante del trabajador de dirección.

 

Para decidir, la Sala observa:

Como ya se expuso al decidir la denuncia anterior, el vicio suposición falsa sólo puede cometerse en el examen de las pruebas, al establecer la existencia de un hecho positivo y concreto, quedando fuera del concepto de suposición falsa las conclusiones del Juez con respecto a las consecuencias jurídicas del hecho, porque en tal hipótesis se trataría de una conclusión de orden intelectual que no configuraría lo que la ley y la doctrina entienden por suposición falsa.

 

Cuando el Juez de la alzada concluye que se presenta una contradicción entre la declaración formulada por la demandada de que el ciudadano José Hernández es un empleado de dirección y el imputarle una falta constitutiva de una causal de despido justificado, no está señalando que en el escrito de contestación de la demanda se indica algo que en realidad no se menciona, sino que está estableciendo lo que en su criterio es una contradicción entre los argumentos de defensa de la accionada y derivando la consecuencia jurídica. 

 

En consecuencia, se desecha esta denuncia

- IX -
DENUNCIA POR ERROR DE JUZGAMIENTO

 

Con fundamento en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 320 eiusdem, la recurrente denuncia que el dispositivo del fallo es consecuencia de una suposición falsa de Juez, al dar por demostrado un hecho con pruebas cuya inexactitud resulta de actas e instrumentos del expediente, en la infracción del artículo 1.363 del Código Civil, 436 del Código de Procedimiento Civil y 106 de la Ley Orgánica del Trabajo, promulgada el 20 de noviembre de 1990 y vigente para el momento del despido. 

 

Sostiene el formalizante que el hecho falso que estableció la recurrida valiéndose del falso supuesto denunciado, fue que el salario diario de base para el pago de preaviso era la suma de Bs. 25.539,78, cuando según la misma planilla, el salario que debe utilizarse para el pago de tal concepto, es la cantidad de diecisiete mil novecientos cincuenta y cinco bolívares con cuarenta y siete céntimos (Bs. 17.955,47), tal y como lo exige el artículo 106 de la Ley Orgánica del Trabajo.

 

Al respecto aduce que al no haberle dado la consecuencia de tener como exacto el hecho que también consta en la planilla que fuera marcada con la letra “A“ junto con el escrito de promoción de pruebas que establece el monto del salario diario del demandante en la cantidad de diecisiete mil novecientos cincuenta y cinco bolívares con cuarenta y siete céntimos (Bs. 17.955, 47), la recurrida infringió, por falta de aplicación, el artículo 436 del Código de Procedimiento Civil, que le ordena al sentenciador que, vista la no exhibición, debe tener como exacto el contenido de todo documento cuya exhibición se solicitó, entonces, siendo que la recurrida decidió que el salario de veinticinco mil trescientos cincuenta y nueve bolívares con setenta y ocho céntimos (Bs. 25.359,78) es el que debe usarse para el pago del preaviso, en lugar de diecisiete mil novecientos cincuenta y cinco bolívares con cuarenta y siete céntimos (Bs. 17.955,47), hecho que consta en la misma planilla que sirvió de base para establecer aquél, la recurrida incurrió en el falso supuesto denunciado.


Para decidir, la Sala observa:

No puede dejar de notar la Sala la incongruencia en el escrito de formalización de la parte recurrente cuando en la denuncia signada con la letra "C", del capítulo II, del escrito de formalización, denuncia la infracción del artículo 436 del Código de Procedimiento Civil, señalando que al no tener firma los documentos cuya exhibición se solicitó, éstos no debían ser valorados, denuncia ya decidida, y en la presente delación reclama que en aplicación del artículo referido a la prueba de exhibición se le de valor al contenido del documento que, indicó, no estaba suscrito.

 

Por otra parte, debe asentarse que no incurre en un falso supuesto el Juez de la recurrida cuando afirma que la veracidad del salario de veinticinco mil trescientos cincuenta y nueve bolívares con setenta y ocho céntimos diarios (Bs. 25.359,78) se demuestra con base en las pruebas de exhibición promovidas y evacuadas cursantes en los autos, aunque, como afirma la parte recurrente, en la copia de la planilla del Cálculo de Indemnización (folio 2 al 5 del cuaderno de recaudos) se indica que el "salario base diario" del trabajador era de diecisiete mil novecientos cincuenta y cinco bolívares con cuarenta y siete céntimos (Bs. 17.955,47).

En efecto, tal y como lo afirma la recurrente, en dicha documental se indica que el salario diario es de diecisiete mil novecientos cincuenta y cinco bolívares con cuarenta y siete céntimos (Bs. 17.955,47). Dicho monto es el "salario base" y el salario de veinticinco mil trescientos cincuenta y nueve bolívares con setenta y ocho céntimos diarios (Bs. 25.359,78) es el salario que debe utilizarse para el pago de las prestaciones sociales.

Ahora bien, de conformidad con lo previsto en el artículo 146 de la Ley Orgánica del Trabajo vigente para el momento de culminar la relación de trabajo, el salario que debía considerase para el cálculo de las indemnizaciones y prestaciones que correspondieran al trabajador con motivo de la terminación de la relación de trabajo no era el salario normal devengado en el mes inmediatamente anterior al día en que terminó la relación laboral, pues hay que considerar la proporción correspondiente a la participación del trabajador en los beneficios de la empresa y otros items calculados en la sentencia. 


Estas explicaciones demuestran que no se trata de un error de hecho cometido al examinar la prueba, en lo cual consistiría la suposición falsa, sino de la aplicación del derecho que realiza el Juez de alzada.

 
En consecuencia, se desecha esta denuncia.

 

- X -
DENUNCIA POR ERROR DE JUZGAMIENTO

 

Con fundamento en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, la recurrente denuncia la infracción por falta de aplicación de los artículos 1.277, 1.354 y 1.373 del Código Civil y 12 y 506 del Código de Procedimiento Civil. 

 

Por vía de argumentación, expone la parte formalizante:

 

“La recurrida, en adopción a la doctrina que ha mantenido esta Sala en materia de corrección monetaria, ordenó corregir el quantum de las obligaciones objeto de la condena, mediante la aplicación de tal método, siendo que los jueces no están autorizados, por norma alguna, a aplicarlo, y siendo que el mismo es contrario a derecho.”

(…)

“Por vía de interpretación, no pueden los jueces crear responsabilidades que el legislador no ha previsto.”

 “El argumento a contrario, en uso del cual, la aludida sentencia, en adopción al criterio del Dr. Gramcko, declara que si el aumento o disminución de la moneda en que debe pagarse ocurre después de vencido el término del pago, es posible aplicar la corrección monetaria, es contrario a derecho, puesto que ha sido utilizado para contrariar la validez en nuestra legislación del principio nominalista -que el artículo 1.737 instituye -, para innovar e inmiscuirse en el tema de la sanción al deudor que retarda el cumplimiento de su obligación, a pesar de que ya el Código Civil, en el capitulo III, del Título III, contiene normas expresas que regulan los efectos de las obligaciones. El artículo 1.737 del Código Civil, no regula ni se refiere a la sanción en que ha de incurrir el deudor de una obligación pecuniaria que incurre en mora de pagarla, sanción que sí expresamente regula el legislador en el artículo 1.277 del mismo código.”

“Las obligaciones pecuniarias pues, están sujetas al principio nominalista previsto en el artículo 1.737 del Código Civil, antes y después de vencido el término de pago. Las obligaciones pecuniarias no se convierten en obligaciones de valor por el hecho de que el deudor haya incurrido en mora; la mora del deudor no es un modo de “novación” de la obligación pecuniaria, la mora del deudor tiene una sanción específica prevista en el artículo 1.277 del Código Civil y ante el tema de la indexación o corrección monetaria de una obligación pecuniaria, la interpretación del artículo 1.773 del Código Civil en relación con el 1.277, deben conducir necesariamente a desechar la utilización de un método de interpretación que la razón y el derecho rechazan”

(…)

“En íntima conexión con estos conceptos, el ordenar la llamada “corrección monetaria“ como lo hizo la recurrida, comporta la violación de los artículos 1.354 del Código Civil y 506 del Código de Procedimiento Civil. En efecto, el reajuste cuantitativo del importe de una obligación pecuniaria no pagada a tiempo, en razón del retardo culposo del deudor en satisfacerla, no puede ser entendido, con arreglo al criterio que preconiza dicho reajuste por corrección monetaria sino como un medio de reparar al acreedor el daño por depreciación monetaria sobrevenida durante ese retardo culposo (mora) en pagar la obligación. La “corrección monetaria” habría de proceder a título de reparación de ese daño. Pero entonces, corresponderá a quien aspire a tal indemnización formular la respectiva pretensión y probar el daño efectivamente sufrido, puesto que “las partes tienen la carga de probar sus respectivas afirmaciones de hecho”, conforme al artículo 506 del Código de Procedimiento Civil, y quien pida la ejecución de una obligación (obligación de indemnizar, en el caso de la (corrección monetaria) debe probarla, como disponen el artículo 1.354 del Código Civil y el citado artículo 506 del Código de Procedimiento Civil” 

Para decidir, la Sala observa:

Argumenta la recurrente que la indexación o corrección monetaria es contraria a derecho, no existiendo norma alguna que rectamente interpretada permita que las obligaciones nominales se conviertan en obligaciones de valor, no siendo posible que ello se desprenda de la interpretación a contrario del artículo 1.737 del Código Civil.


Ahora bien, es un hecho aceptado por la doctrina y establecido en forma expresa por la jurisprudencia (sentencia del 17 de marzo de 1993, Lamorel contra Machinery Care y otro.) que las prestaciones que percibe el trabajador como resultado de su labor tienen carácter alimentario, pues la remuneración, acreencia legal del trabajador, son el sustento indispensable para su vida y bienestar y el de su familia. 

También es un hecho aceptado por la doctrina y establecido por la desaparecida Corte Suprema de Justicia en la sentencia supra citada, que las obligaciones alimentarias, tanto de carácter familiar como de naturaleza laboral, son obligaciones de valor; es decir, que sólo se cumplen fielmente cuando el deudor satisface las necesidades que esa obligación está dirigida a cubrir: mantener, educar, e instruir al alimentado, independientemente que la suma de dinero indispensable para tal fin se haya incrementado por efecto de la disminución del cambio de la moneda. “Sus características serían la fijeza de su objeto (un hacer necesario para asegurar la vida de otro), y la variabilidad de su expresión monetaria (que exige ajustar la pensión al valor real expresado por su poder de compra) (MELICH ORSINI, J. El incumplimiento de las obligaciones pecuniarias en el Derecho Venezolano, Revista de Derecho Mercantil. Año II, Nro. 4, 1987, p 102). 

Con base en dichos razonamientos, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia estableció que las cantidades de dinero que se ordenen pagar en un fallo judicial recaído en el proceso en el que se reclama el pago de prestaciones sociales y otros conceptos derivados de la relación de trabajo, deben ser indexadas calculando la pérdida del poder adquisitivo del dinero, desde la fecha en que se admitió la demanda hasta la ejecución del fallo, es decir hasta la total y definitiva cancelación de la deuda y que ello obedece a que, el retardo en el pago oportuno de las cantidades que debieron ser canceladas al culminar la relación laboral representa para el deudor moroso en época de inflación y de pérdida del valor real de la moneda, una ventaja que la razón y la moral rechazan, tanto más, cuando como en caso del trabajo subordinado, la vida, la salud y el bienestar del trabajador titular de la acreencia, dependen del tempestivo cumplimiento del patrono de las prestaciones legalmente debida.

Entonces, debe reiterar la Sala en esta oportunidad que, dado el carácter alimentario de las acreencias de las cuales es titular el trabajador como resultado de la prestación de servicios, las mismas son deudas de valor desde su nacimiento y por tanto la procedencia del ajuste por inflación del monto que se debe pagar de las mismas cuando el patrono se retarda en su cumplimiento es procedente y no resulta de una interpretación a contrario del artículo 1.737 del Código Civil como alega la recurrente. 

 

La orden de practicar de oficio la indexación judicial de las cantidades que se ordena pagar no constituye ultrapetita, por cuanto al tratarse de obligaciones de valor se paga al trabajador exactamente lo solicitado en la demanda y acordado en la sentencia.


En cuanto al argumento de falta de aplicación del artículo 1.277 del Código Civil que es la norma que regula la sanción al deudor por su retardo en el cumplimiento de una obligación pecuniaria, este Supremo Tribunal considera que la misma no es aplicable en los casos de la mora del patrono en el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la relación de trabajo, pues como ya se ha expuesto éstas no son obligaciones pecuniaria o de dinero sino de valor; por tanto, la reparación del daño que ocasiona la mora no se resarce con el pago de intereses, ya sean convencionales o legales, sino mediante el restablecimiento a plenitud del patrimonio del acreedor dañado por el incumplimiento, teniendo en cuenta que el trabajador tiene el derecho irrenunciable una prestación no disminuida por la depreciación cambiaria. 


En cuanto al planteamiento formulado por la recurrente sobre la necesidad de probar el daño sufrido por la pérdida del valor de la moneda, debe la Sala acotar que ello es inoficioso pues el daño sufrido por el retardo en el pago, que puede inferir el Juez mediante la aplicación de una máxima de experiencia, es producto de la inflación acaecida, y como ya lo ha determinado la jurisprudencia, la inflación es un hecho notorio exento de prueba, según dispone el artículo 506 del Código de Procedimiento Civil. 

El criterio expresado en este fallo halla su mas alta fundamentación en el artículo 92 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, que establece la exigibilidad inmediata de los créditos laborales y expresamente los considera deudas de valor.

 
Por las razones antes expuestas, se desestima la presente denuncia.

- XI -
DENUNCIA POR DEFECTO DE ACTIVIDAD

Por razones de método este Supremo Tribunal pasa a decidir las denuncias por defecto de actividad planteadas por la parte recurrente en orden distinto a aquel en que fueron formuladas y en consecuencia considerará primero la delación signada con el literal “J“ del capítulo II del escrito formalización. 

Con fundamento en el ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, la recurrente denuncia la infracción del artículo 243, ordinal 4º, del Código de Procedimiento Civil, quedando viciada por inmotivación la sentencia recurrida.

 

Al fundamentar la denuncia, la parte recurrente expone: 

 

“Así pues, en la página 36 la recurrida señaló:

“Sr. Humberto Sosa, corre inserta en el Libro I, folio 141 de este expediente. También se desecha la declaración del testigo dadas las contradicciones ya resaltadas en primera instancia. folio 200.”

 

Para decidir, la Sala observa:

 

Para desechar la testimonial rendida por el ciudadano Humberto Sosa, el Juez de la recurrida se limitó a indicar que el testigo se contradice, según lo expuso la Juez de Primera Instancia, pero sin exponer el análisis hecho por él, de la testimonial que desecha, ni siquiera  precisa en qué consistieron las contradicciones advertidas por el Juez de Primera Instancia. 

 

Si el Juez de la recurrida consideró que la declaración del ciudadano Humberto Sosa era contradictoria y debía ser desechada; no era preciso que transcribiera la totalidad de las respuestas dadas por el testigo a las preguntas y repreguntas formuladas, pero sí era necesario que indicara al menos, en qué consistieron las contradicciones por las cuales se desecha dicha testimonial. Al no haberlo hecho así incurrió en el vicio de petición de principio, que es aquel error de juicio que consiste en dar por demostrado lo que hay que demostrar, lo que hay que probar, es la apariencia de haberse llevado a cabo un razonamiento lógico que no se efectuó.  

 

Por otra parte, si el Juez de la recurrida consideraba aceptable el análisis y la conclusión a que llegó el Tribunal de Primera Instancia al analizar la testimonial del ciudadano Humberto Sosa y por pertinente su acogida por la Alzada, ha debido de producir al menos la exposición hecha por el Tribunal a quo, permitiendo conocer la razón por la cual se considera que la declaración testimonial del ciudadano Humberto Sosa es contradictoria. Al no haberlo hecho así, e indicar meramente el folio del expediente en el cual se encuentra el análisis que de la testimonial hizo el Tribunal de la causa, el Juez de la recurrida violentó el principio según el cual toda sentencia debe bastarse a sí mismo sin necesidad de ocupar a otras actas del expediente para encontrar sus fundamentos.

 

La declaración del ciudadano Humberto Sosa versa sobre el desempleo del demandante como Jefe de la Unidad de Computación Personal de la empresa demandada y el análisis de tal declaración puede tener influencia sobre uno de los aspectos debatidos en el presente juicio como es la justificación o no del despido del actor, máxime si se considera que la testimonial en cuestión fue promovida por la demandada. 

 

Todo lo anteriormente expuesto hace pertinente la presente denuncia y que este Tribunal Supremo case el fallo recurrido.

 

Por otra parte, debe acotar la Sala que en el escrito de formalización se formulan 10 denuncias (signadas con los literales “F“ al “O”) sobre inmotivación de la sentencia acusando el haberse apreciado o desechado diversas testimoniales sin que conste en la sentencia el respectivo análisis de la declaración, con una síntesis de las respuestas dadas a las preguntas y a las repreguntas formuladas; por tal razón, sin entrar a pronunciarse sobre la procedencia o no de tales delaciones, es pertinente recordar al Juez que en definitiva resulte competente para dictar nueva sentencia que el artículo 26 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela garantiza a todos los ciudadanos el acceso a una justicia imparcial, idónea y responsable, para lo cual el Juez debe tomar conciencia de la necesidad de su plena atención en cuanto a los deberes que le atribuye la ley en el desarrollo del proceso y al dictar sentencia.

DECISIÓN

Por las razones antes expuestas, este Supremo Tribunal de Justicia, en Sala de Casación Social (Accidental) administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara  CON LUGAR el recurso de casación anunciado y formalizado por la parte demandada contra la sentencia dictada por el Juzgado Superior Primero Accidental del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, en fecha 23 de marzo de 1999. En consecuencia, se CASA la referida sentencia y se declara su nulidad, reponiendo la causa al estado que el Tribunal Superior que resulte competente dicte una nueva decisión corrigiendo el vicio declarado. 

Publíquese y regístrese. Remítase el expediente al Tribunal Superior de origen a los fines legales consiguientes, todo de conformidad con lo previsto en el artículo 326 del Código de Procedimiento Civil.


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación  Social  del  Tribunal  Supremo  de   Justicia,  en   Caracas,  a   los   dieciocho  (18) días del mes de diciembre de dos mil. Años: 190° de la Independencia y 141° de la Federación.

El Presidente de la Sala,

 

 

_____________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

El  Vicepresidente y Ponente,

 

 

___________________________

    JUAN RAFAEL PERDOMO
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  CÉSAR MATA MARCANO

 

La Secretaria,

 

 

_________________________
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